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pues no toda ni cualquier equivocación produce tal efec-
to. En primer lugar, el error ha de ser determinante de
la decisión adoptada, vale decir, que constituya su sopor-
te único o básico, ratio decidendi, de tal modo que, com-
probada su existencia, el razonamiento jurídico pierda
el sentido y alcance que justificaba aquélla, sin que pueda
conocerse cuál hubiese sido el sentido de la resolución
de no haberse incurrido en el mismo (SSTC 55/1993,
de 15 de febrero y 13/1995, de 24 de enero). Es nece-
sario, en segundo término, que la equivocación sea impu-
table al juzgador, o sea, que no haya sido inducido por
mala fe o ligereza de la parte, que en tal caso no podría
quejarse en sentido estricto de haber sufrido un agravio
del derecho fundamental, tal y como presupone el
art. 44.1 LOTC. En tercer lugar, el error ha de ser patente,
es decir inmediatamente verificable de forma clara e
incontrovertible en las propias actuaciones judiciales por
haberse llegado a una conclusión absurda o contraria
a los principios elementales de la lógica y de la experiencia
y, por último, la equivocación ha de producir efectos nega-
tivos en el ámbito del ciudadano (STC 167/1999, de 27
de septiembre). Las meras inexactitudes que no produz-
can efectos para las partes carecen, pues, de alcance
constitucional.

3. A la luz de la doctrina que se acaba de esbozar
no cabe la menor duda de que la Sentencia que el 13
de julio de 1995 pronunció la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del
País Vasco ha menoscabado hasta volatilizar el derecho
a obtener una tutela judicial efectiva de quienes la nece-
sitaban y demandaban en el pleito, por haber sido dictada
como consecuencia directa de un error de hecho com-
probado de forma inconcusa y determinante de la deci-
sión adoptada y atribuible exclusivamente al juzgador.
En efecto, en el FD segundo de la Sentencia impugnada
en amparo se afirma que «como quiera que, según consta
al folio 4 de los autos, la presentación del recurso se
realizó el día 16 de octubre de 1992, y que por contra
el acuerdo del Tribunal Económico Administrativo Foral
impugnado se notificó el día 27 de mayo de 1992 (ver
folio 46 del expediente administrativo), es evidente que
transcurrió con creces el plazo de dos meses» estable-
cido en el art. 58 L.J.C.A., «por lo que es menester que
se estime la causa de inadmisibilidad opuesta por la
Administración demandada». Sin embargo, como señala
el Ministerio Fiscal, basta el mero examen de la docu-
mentación remitida a requerimiento de este Tribunal por
el Letrado-Secretario del Tribunal Económico Adminis-
trativo Foral de Vizcaya, concretamente la fotocopia com-
pulsada de la cédula de notificación del Acuerdo adop-
tado el 20 de mayo de 1992 por dicho Tribunal, para
constatar que la resolución impugnada fue notificada
en realidad, tal y como denuncian los recurrentes, el 20
de agosto de 1992. Habiéndose interpuesto el recurso
contencioso-administrativo el día 16 de octubre
de 1992, es manifiesto que no se agotaron los dos meses
de plazo que establece el art. 58 L.J.C.A.

En segundo lugar resulta evidente que dicho error
ha sido determinante de la decisión adoptada, dado que,
conforme se expresa en la Sentencia cuestionada en
esta sede, el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco
no admitió el recurso contencioso-administrativo plan-
teado por los actores contra el Acuerdo del Tribunal
Económico-Administrativo Foral de Vizcaya de 20 de
mayo de 1992 por considerar, erróneamente, que entre
la notificación del mismo y la interposición del recurso
habían transcurrido más de dos meses. Todo ello con-
duce derechamente a la conclusión de que los recurren-
tes han sido privados sin razón de una respuesta judicial
motivada sobre el fondo de la cuestión planteada al Tri-
bunal Superior de Justicia. En definitiva, aquella decisión
contraría el derecho a obtener una tutela judicial efectiva,
ya que se funda en una causa obstativa inexistente.

4. Como queda dicho, el rechazo a limine por el
juzgador de la acción que esgrimía el demandante, a
quien así se negó, sin causa legal suficiente, una res-
puesta judicial sobre el fondo del asunto, quebrantó su
derecho a la tutela judicial efectiva. Ahora bien, una vez
comprobado ese patente error de cómputo, no corres-
ponde a este Tribunal, que no ejerce una tercera ins-
tancia, decidir sobre la admisión o no de la pretensión
planteada en el proceso contencioso-administrativo.
Nuestra función ha de ser en tal aspecto meramente
declarativa para que, una vez anulada la Sentencia, el
asunto se reexpida al Tribunal Superior de Justicia del
País Vasco, quien, con absoluta libertad de criterio, habrá
de pronunciarse sobre este aspecto y los demás del litigio
a través de una decisión ad hoc razonable y razonada
en Derecho, que no cabe prejuzgar en esta sede cons-
titucional la cual no es una nueva instancia.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo pedido y, en su virtud:

1.o Reconocer que se ha lesionado el derecho de
los recurrentes a la tutela judicial efectiva.

2.o Restablecerles en su derecho y, a tal fin, anular
la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, de 13
de julio de 1995, dictada en el recurso contencioso-ad-
ministrativo núm. 2858/92, retrotrayendo las actuacio-
nes judiciales al momento de la citación para Sentencia,
a fin de que el Tribunal dicte otra nueva en la cual se
respete el derecho fundamental lesionado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintiséis de junio de dos mil.—Car-
les Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allende.—Julio
Diego González Campos.—Tomás S. Vives Antón.—Vicen-
te Conde Martín de Hijas.—Guillermo JIménez Sán-
chez.—Firmado y rubricado.

14331 Sala Primera. Sentencia 170/2000, de 26 de
junio de 2000. Recurso de amparo 4095/95.
Promovido por don Pedro Palay Artigas, en
su calidad de Comisario del sindicato de obli-
gacionistas de «La Papelera Española, S. A.»,
respecto a las providencias del Juzgado de
Primera Instancia núm. 10 de Bilbao que, en
un juicio de mayor cuantía instado por la sin-
dicatura de la quiebra de dicha sociedad,
denegaron sus peticiones de provisión de fon-
dos, justicia gratuita y designación de Procu-
rador de oficio. Supuesta vulneración de los
derechos al Juez legal y a la tutela judicial
efectiva sin indefensión: reparto de demandas
entre los Juzgados de Bilbao válido; compa-
recencia en un juicio proveída legalmente, al
margen del procedimiento de quiebra; y pos-
terior designación de Procurador, que permite
sustanciar la petición de justicia gratuita.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
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don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4095/95, interpuesto
por don Pedro Palay Artigas, que actúa en representación
del sindicato de obligacionistas de «La Papelera Espa-
ñola, S. A.», emisión febrero 1993, en su calidad de
Comisario del mismo, representado por el Procurador
don Antonio Barreiro-Meiro Barbero y bajo su propia
dirección, contra las providencias de 4 de noviembre
de 1995 y de 11 y 24 de enero de 1996 del Juzgado
de Primera Instancia núm. 10 de Bilbao, recaídas en
los autos del juicio de mayor cuantía 492/95. Ha inter-
venido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado
don Pablo García Manzano, quien expresa el parecer
de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 2 de
diciembre de 1995, se interpuso el recurso de amparo
que se deja mencionado en el encabezamiento y que
se fundamenta en los siguientes hechos:

a) Seguido por «La Papelera Española, S. A.», pro-
cedimiento de suspensión de pagos (autos 114/91), el
Juzgado de Primera Instancia núm. 10 de Bilbao dictó
Auto el 8 de febrero de 1993 por el que aprobó el
convenio de acreedores en el que, por lo que ahora inte-
resa, se acordó la opción de conversión de los derechos
de crédito contra la sociedad en obligaciones, por lo
que «los titulares de créditos sujetos al presente convenio
podrán suscribir, mediante compensación de su crédito,
obligaciones o bonos convertibles, a emitir por “La Pape-
lera Española, S. A.”, en el modo y con las características
siguientes: ...».

b) En cumplimiento de dicho convenio de acree-
dores, con fecha de 12 de febrero de 1993, y mediante
la correspondiente escritura pública, «La Papelera Espa-
ñola, S. A.», procedió a la emisión de 95.450 obliga-
ciones simples al portador con garantía hipotecaria, por
importe cada una de ellas de 100.000 pesetas, con las
condiciones que constan en la referida escritura que que-
dó inscrita en los Registros Mercantil y de la Propiedad
pertinentes.

Emitidas y puestas en circulación las referidas obli-
gaciones, fueron suscritas por los acreedores de «La
Papelera Española, S. A.», previo canje de sus respectivos
créditos con la sociedad emisora.

c) Por Auto de 11 de febrero de 1994 del Juzgado
de Primera Instancia núm. 10 de Bilbao (autos 95/94)
se declaró el estado de quiebra voluntaria de «La Pape-
lera Española, S. A.», retrotrayéndose los efectos de esta
declaración, sin perjuicio de lo que en su día resultare,
al día 8 de febrero de 1993.

d) Al amparo de la referida fecha de retroacción
provisional de la quiebra, la sindicatura de la quiebra
de dicha sociedad mercantil promovió juicio ordinario
de mayor cuantía contra diversas personas y, entre ellas,
contra don Pedro Palay Artigas, en su condición de Comi-
sario del sindicato de obligacionistas de «La Papelera
Española, S. A.», en solicitud, entre otros, de que se
declarase la nulidad de pleno derecho de la emisión de
obligaciones otorgada mediante la mencionada escritura
de 12 de febrero de 1993, por haber sido otorgada
en fecha afectada por el período de retroacción de la
quiebra, careciendo de todo valor los títulos represen-
tativos de dichas obligaciones, siendo igualmente nula
la hipoteca constituida en su garantía.

e) Admitida a trámite la demanda (autos 492/95),
y emplazado don Pedro Palay Artigas con fecha de 6
de octubre de 1995, presenta escrito el 17 de octubre
de 1995, sin firma de Procurador ni de Letrado (aunque
menciona su condición personal de Abogado), afirmando
que actúa en nombre y representación del sindicato de
obligacionistas de «La Papelera Española, S. A.», emisión
febrero 1993, en su calidad de Comisario del mismo,
lo que no justifica con documentación alguna, dice per-
sonarse en el procedimiento en la representación que
manifiesta ostentar a fin de formalizar la correspondiente
contestación a la demanda.

En dicho escrito, y con cita del art. 296 Texto Refun-
dido de la Ley de Sociedades Anónimas, se interesa
que el Juzgado se sirva proveer al sindicato de obli-
gacionistas, a fin de poder sufragar su defensa en el
juicio, con la suma de 35.000.000 de pesetas con cargo
a la sociedad emisora y, por un segundo otrosí, para
el supuesto de que la anterior petición no fuera atendida,
se solicita el beneficio de justicia gratuita para litigar
en el procedimiento, y la designación de Procurador del
turno de oficio, exponiendo los hechos y fundamentos
que estimó oportunos.

f) Por providencia de 23 de octubre de 1995 el
Juzgado tiene por presentado el escrito de don Pedro
Palay Artigas en nombre del sindicato de obligacionistas
de La Papelera Española, y acuerda que se una «a los
autos de su razón y una vez se presente escrito debi-
damente encabezado por Procurador y suscrito por Letra-
do se acordará».

Notificada la anterior providencia el 25 de octubre
de 1995, don Pedro Palay Artigas, mediante escrito pre-
sentado el 31 de octubre de 1995, interpuso recurso
de reposición, por infracción de los arts. 20 y siguientes
L.E.C. y 11 LOPJ, por entender que la resolución recurrida
ha dejado sin resolver las pretensiones interesadas en
el primer y segundo otrosí del escrito de personación,
debiendo haberse designado un Procurador de oficio.

g) Por providencia de 4 de noviembre de 1995 se
tiene por presentado el anterior escrito y se manda unir
a los autos de su razón, acordándose que «no se tiene
por interpuesto Recurso de Reposición al no observarse
lo dispuesto en el art. 4 de la L.E.C., debiendo estarse
en consecuencia a lo acordado en la Providencia de
fecha 23 de octubre de 1995, no habiendo lugar tam-
poco a la designación de Procurador de oficio interesada,
al no constar la representación del Sindicato de Obli-
gacionistas en cuya virtud se dice actuar».

El recurrente manifiesta en el escrito de interposición
del recurso de amparo, presentado el 2 de diciembre
de 1995, que la anterior providencia no le fue notificada
teniendo conocimiento de ella a través de un Letrado
de Bilbao.

h) El examen de las actuaciones pone de manifiesto
que con posterioridad a la interposición del recurso de
amparo, con fecha de 29 de diciembre de 1995, el Juz-
gado volvió a emplazar a don Pedro Palay Artigas, en
su condición de Comisario del sindicato de obligacio-
nistas, «a fin de que dentro del término de cinco días
comparezca en autos personándose en forma por medio
de Abogado que le defienda y Procurador que le repre-
sente, apercibiéndole que de no verificarlo será decla-
rado en situación de rebeldía procesal y se le dará por
contestada la demanda».

i) En atención a dicho emplazamiento, mediante
escrito presentado el 5 de enero de 1996, don Pedro
Palay Artigas, manifestando actuar en nombre y repre-
sentación del sindicato de obligacionistas de «La Pape-
lera Española, S. A.», dice comparecer y personarse en
el juicio, haciendo referencia al escrito presentado el 17
de octubre de 1995, y suplica se le tenga por com-
parecido y por sendos otrosíes, reitera su petición de que
«La Papelera Española, S. A.», al amparo del art. 296
L.S.A. le dote de la provisión de fondos en su día inte-
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resada, y en su defecto se vuelve a solicitar el beneficio
de la justicia gratuita.

A este escrito se acompaña ahora copia de una escri-
tura pública en la que consta su nombramiento como
Comisario del sindicato de obligacionistas, efectuado en
la asamblea de obligacionistas celebrada en Barcelona
el 13 de mayo de 1994.

Asimismo, con la misma fecha de 5 de enero de 1996,
don Pedro Palay Artigas comparece en el juicio y suplica
se le tenga por comparecido, y por otrosí manifiesta
designar apud acta al Procurador don Pedro Santín Díez.

j) El Juzgado, por providencia de 11 de enero
de 1996 acuerda tener «por presentados los anteriores
escritos por Pedro Palay Artigas y por el mismo actuando
en nombre del Sindicato de Obligacionistas de “La Pape-
lera Española, S. A.”, únanse a los autos de su razón,
no ha lugar a tener por causadas las manifestaciones
ni las peticiones que en el mismo se contienen, debiendo
estarse a lo acordado en Providencia de fecha 23 de
octubre de 1995 y 4 de noviembre de 1995, no habiendo
tampoco lugar a tener por hecha la designación de Pro-
curador, al no adaptarse la misma a lo previsto en
el art. 281.3.o de la L.O.P.J.».

k) Notificada la anterior providencia el 16 de enero
de 1996, don Pedro Palay Artigas, presentó escrito el
19 de enero de 1996, expresando actuar en nombre
y representación del sindicato de obligacionistas de «La
Papelera Española, S. A.», interponiendo recurso de repo-
sición contra ella, por infracción de lo establecido en
los arts. 20 y siguientes L.E.C., 359, 369, 371 del mismo
cuerpo legal y 11, 243, 245, 248 LOPJ, así como los
arts. 9, 11 y 24 C.E.

Con la misma fecha don Pedro Palay Artigas presenta
otro escrito en el que actuando en su propio nombre
interpone también recurso de reposición contra la pro-
videncia de 11 de enero de 1996 por infracción de los
arts. 359, 369 y 371 L.E.C., y 243, 245 y 248 LOPJ,
así como de los arts. 9, 11 y 24 C.E.

l) Por providencia de 24 de enero de 1996, se tienen
«por presentados los anteriores escritos por Pedro Palay
Artigas, únanse a los autos de su razón, no ha lugar
a tener por causadas las anteriores manifestaciones.
Estése a lo ya acordado en Providencia de fecha 23
de octubre y 4 de noviembre de 1995 y 11 de enero
de 1996. Asimismo de conformidad con lo solicitado
y con suspensión del curso de los autos, nómbresele
procurador del turno de oficio a cuyo fin se librará el
oportuno oficio al Iltre. Colegio de Procuradores de
Bizkaia».

Notificada la anterior providencia el 30 de enero
de 1996, y dándose cumplimiento a la misma, fue desig-
nada en turno de oficio para la representación de don
Pedro Palay Artigas la Procuradora doña María Jesús
Arteaga González, lo que fue notificado al referido Sr.
el 11 de marzo de 1996, levantándose la suspensión
acordada mediante providencia de 12 de marzo
de 1996.

Por providencia de 13 de marzo de 1996, y de con-
formidad con la aclaración solicitada mediante escrito
de 12 de marzo de 1996, «se hace constar que el Pro-
curador designado de oficio lo es para representar a
quien como parte en el procedimiento en calidad de
demandado figura como “Pedro Palay Artigas en su con-
dición de Comisario del Sindicato de Obligacionistas”
según se expresa en el escrito de demanda».

2. Presentado el escrito de interposición del recurso
el 2 de diciembre de 1995, por don Pedro Palay Artigas,
dada su condición de Letrado, y sin firma de Procurador,
en el que se solicita el «beneficio procesal de pobreza»
(sic), y la designación de Procurador de oficio, «y una
vez designado el mismo y aceptado por éste el cargo,
se sirva emplazarme a fin de formalizar la correspon-
diente demanda de amparo», por providencia de 18 de

diciembre de 1995, la Sección Segunda acordó, a tenor
del art. 50.5 LOTC, otorgar un plazo de diez días a la
parte recurrente para que presentase dos copias del
escrito de demanda y documentos acompañados, tres
copias de las resoluciones recurridas, así como que relle-
nase el impreso de solicitud de justicia gratuita conforme
dispone el Real Decreto 108/1995, aportando la docu-
mentación exigida.

Cumplimentado el requerimiento anterior, por provi-
dencia de 22 de enero de 1996 se acordó otorgar otro
plazo de diez días a la parte recurrente para que dentro
del mismo, y puesto que el beneficio de justicia gratuita
que solicita no es para sí mismo, sino para la entidad
que representa, acreditase la disposición legal o la decla-
ración judicial en virtud de la cual se le ha otorgado
dicho beneficio, sin que sea válido a estos efectos el
impreso de asistencia jurídica gratuita presentado,
debiendo, en su caso, comparecer con Procurador per-
teneciente al Colegio de Madrid y debidamente apode-
rado, con la advertencia de que, en otro caso, se acor-
daría la inadmisión del recurso (art. 50.5 LOTC).

3. Mediante escrito registrado el 9 de febrero
de 1996, encabezado por el Procurador don Antonio
Barreiro-Meiro Barbero, la parte recurrente se persona
en forma, manifestando que se hace para no perjudicar
a los obligacionistas, y que los derechos del Procurador
comparecido han sido sufragados con el peculio personal
del Sr. Palay, Comisario del referido sindicato, y tras expo-
ner lo que se tuvo por conveniente, se solicita la apli-
cación por analogía de la Ley 1/1996, de 10 de enero,
otorgándole el beneficio de justicia gratuita, y previos
los trámites legales se le emplace para la interposición
de la correspondiente demanda.

4. Por providencia de 19 de febrero de 1996 se
tiene por parte al referido Procurador en representación
del sindicato de obligacionistas de «La Papelera Espa-
ñola, S. A.», y se concede un plazo de veinte días para
formular la demanda de amparo con los requisitos del
art. 49 LOTC.

5. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
guardia el 15 de marzo de 1996, encabezado por el
Procurador don Antonio Barreiro-Meiro Barbero, se for-
mula la demanda de amparo que formalmente se dirige
contra las providencias de 4 de noviembre de 1995
y de 11 y 24 de enero de 1996 del Juzgado de Primera
Instancia núm. 10 de Bilbao (autos 492/95). En ella
se denuncia la infracción de los arts. 9, 14, 24 y 119 C.E.
con una fundamentación que puede sintetizarse en los
siguientes argumentos:

a) Vulneración del derecho al juez ordinario prede-
terminado por la ley (art. 24.2 C.E.). Esta lesión cons-
titucional se habría producido al haberse infringido los
arts. 59, 430, 431 y 1377 L.E.C., así como los arts.
166 a 170 LOPJ, por dirigirse la demanda rectora del
juicio de nulidad (autos 492/95) y admitirse su sustan-
ciación por el Juzgado de Primera Instancia núm. 10
de Bilbao, que era el que conocía de la quiebra de «La
Papelera Española, S. A.», prescindiéndose de las normas
que regulan el turno de reparto de las demandas en
las poblaciones en las que existan dos o más Juzgados.

b) Incongruencia entre las resoluciones del Juzgado
de Primera Instancia núm. 10 de Bilbao, dictadas en
el procedimiento de quiebra (95/94) y las recaídas en
el juicio de mayor cuantía (492/95). Alega el recurrente
que mientras el Juzgado de Primera Instancia núm. 10
de Bilbao, en el procedimiento de quiebra (autos 95/94)
ha reconocido la condición de don Pedro Palay Artigas
como Comisario del sindicato de obligacionistas de «La
Papelera Española, S. A.», permitiendo al sindicato de
obligacionistas pleitear sin Procurador, y admite a trámite



16 Viernes 28 julio 2000 BOE núm. 180. Suplemento

la demanda de justicia gratuita y se atiende a la petición
de designación del Procurador de oficio formulada, el
mismo órgano judicial, en el juicio de mayor cuantía
(492/95), niega la condición alegada por el Sr. Palay
Artigas, pese a que figura incluso acreditado documen-
talmente por los actores en la demanda, y niega las
pretensiones planteadas, dejando en indefensión al sin-
dicato de obligacionistas.

c) Quebrantamiento de lo dispuesto en los arts. 11
y 243 LOPJ y del derecho a la tutela judicial efectiva,
al no resolver el Juzgado ninguna de las cuestiones plan-
teadas de forma reiterada e insistente en distintos escri-
tos de forma alternativa en el sentido de, o proveer de
los fondos necesarios al sindicato de obligacionistas, o
tramitar la pieza separada de justicia gratuita, y en este
segundo supuesto, tal y como se solicitaba, el nombra-
miento de un Procurador de oficio conforme al art. 20
L.E.C., sin haber dado oportunidad al recurrente para
subsanar los defectos que pudieran existir en sus escritos
procesales.

d) Vulneración del derecho a la tutela judicial efec-
tiva, por no haber resuelto de forma motivada la solicitud
de justicia gratuita, lo que supone además de una falta
de motivación contraria al art. 24.1 y 120.3 C.E., una
lesión de los arts. 14 y 119 C.E., que garantizan la gra-
tuidad de la justicia respecto de quienes acrediten insu-
ficiencia de recursos para litigar; igualmente, se produce
la vulneración del art. 24.1 C.E. por no haber procedido
al nombramiento de un Procurador del turno de oficio.

e) Quebrantamiento del art. 24.2 C.E., por cuanto
se ha vulnerado el derecho de defensa del sindicato
de obligacionistas, produciendo la indefensión de todos
los obligacionistas, pues la negativa del Juzgado a pro-
veer de fondos al Comisario, al nombramiento del Pro-
curador de oficio y la ignorancia de la solicitud del bene-
ficio de justicia gratuita, sitúa al Sr. Palay Artigas en
la imposibilidad de poder defender los intereses de los
obligacionistas.

En atención a todo ello, se interesa la concesión del
amparo, a fin de que se declare la nulidad de todas
las actuaciones dictadas por el Juzgado de Primera Ins-
tancia núm. 10 de Bilbao, recaídas en los autos 492/95,
incluida la admisión de la demanda, «reconociendo
expresamente el derecho de mi mandante a litigar gra-
tuitamente en tanto no se le asignen fondos por el Juz-
gado que entiende de la quiebra de “La Papelera Espa-
ñola, S. A.”».

6. Formulada la demanda de amparo mediante el
referido escrito de 15 de marzo de 1996, por providencia
de 30 de septiembre de 1996 se acordó abrir el trámite
del art. 50.3 LOTC, concediendo al solicitante del amparo
y al Ministerio Fiscal un plazo común de diez días para
que pudieran formular las alegaciones que tuvieran por
convenientes en relación con la posible existencia del
motivo de inadmisión consistente en carecer la demanda
manifiestamente de contenido que justifique una deci-
sión sobre el fondo de la misma por parte de este Tribunal
Constitucional (art. 50.1.c LOTC).

7. Presentadas las alegaciones por las partes, por
providencia de 19 de diciembre de 1996 se acordó admi-
tir a trámite el presente recurso y, de conformidad con
el art. 51 LOTC, se requirió al Juzgado de Primera Ins-
tancia núm. 10 de Bilbao para que remitiese testimonio
de los autos del juicio de mayor cuantía 492/95, inte-
resando al propio tiempo el emplazamiento de cuantos
fueron parte en el proceso judicial antecedente, con
excepción del recurrente, para que pudieran comparecer
en este proceso constitucional en el plazo de diez días,
y en cuanto a la petición formulada en el tercer otrosí
de la demanda, se acordó conceder al actor un plazo

de diez días para concretar el objeto y medios de prueba
de los que pretendía valerse.

8. Por providencia de 10 de febrero de 1997 la
Sala, examinado el escrito presentado por el recurrente
proponiendo los medios de prueba de que intentaba
valerse, acordó, dada la naturaleza del proceso cons-
titucional de amparo, de conformidad con el art. 89.1
LOTC, no acceder a la práctica de las pruebas propuestas
por estimarlas innecesarias para la decisión del recurso;
asimismo, a tenor del art. 52 LOTC, se acordó dar vista
de todas las actuaciones por un plazo común de veinte
días al Ministerio Fiscal y al recurrente para que pudieran
presentar las alegaciones que tuvieran por conveniente.

9. Mediante escrito registrado el 10 de marzo
de 1997 el Fiscal aduce que el problema, en esencia,
se contrae a examinar si el órgano judicial ha impedido
o no, con su actividad procesal, concretada en las reso-
luciones recurridas, el acceso al proceso del recurrente.
En este sentido, el actor no ha cumplido con uno de
los presupuestos legales exigidos para el acceso al pro-
ceso, «acreditar el carácter o representación con el que
se litiga» (art. 503 L.E.C.), pudiendo hacerlo en este caso
concreto sin ningún obstáculo, simplemente adjuntando,
al interponer el recurso de reposición, el documento que
acredita la representación. La inadmisión que se denun-
cia se debe a la falta de diligencia del actor en la sub-
sanación de este defecto, defecto que conocía, y esta
falta de diligencia impediría la estimación del amparo.
El órgano judicial comprueba la falta de la prueba de
la representación del Comisario del sindicato de obli-
gacionistas, y a pesar de ello, no concede a la parte
un plazo para subsanarlo, teniendo en cuenta que este
defecto por su naturaleza es subsanable y que la parte
ha aportado con el escrito deduciendo recurso de repo-
sición una fotocopia del documento acreditativo de su
representación. Por otra parte, el órgano judicial es el
mismo que conoce del procedimiento de quiebra y que
si bien la doctrina constitucional no le obliga a conocer
la totalidad de los asuntos que se llevan en el Juzgado
y los principios del proceso civil le impiden por propia
iniciativa incorporar a un proceso la documentación que
consta en otro, sin embargo, en este caso concreto el
Juez ha dictado en el proceso de quiebra una provi-
dencia, con fecha 4 de diciembre de 1995, en la que
reconoce acreditada la representación del demandante
como representante del sindicato de obligacionistas y
en el proceso de nulidad de la emisión de obligaciones
dicta, con fecha 11 de enero y 19 de febrero de 1996,
providencias en las que niega que se encuentre acre-
ditada la representación del sindicato de obligacionistas.
El Juez, con este conocimiento, debió extremar su dili-
gencia cuya consecuencia no es la admisión de la deman-
da, sino la concesión de un plazo para la subsanación
del defecto. Si se ponderan ambas faltas de diligencia
tiene mayor entidad la falta de diligencia del órgano
judicial por la obligación constitucional de favorecer el
acceso al proceso y su omisión supone la quiebra del
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva.

La denuncia del demandante respecto a la falta de
motivación de las resoluciones judiciales carece de fun-
damento, porque el Juez inadmite la pretensión de la
parte y el recurso de reposición con base en la falta
de prueba de la representación que se alegaba, lo que
constituye una respuesta motivada y fundada. El mismo
camino tiene que seguir la denuncia de la violación del
derecho al juez legalmente predeterminado (art. 24.2
C.E.), porque las cuestiones de competencia entre jueces
que ejercen la jurisdicción en la misma ciudad perte-
necen al campo de la legalidad ordinaria según constante
doctrina constitucional, por lo que la denuncia de esta
violación no tiene dimensión constitucional, sin olvidar
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que el actor no ha protestado respecto de la competencia
del Juzgado cuando pudo hacerlo al comparecer el
día 17 de octubre de 1995. La denuncia de la violación
del derecho a la igualdad consagrado en el art. 14 C.E.
carece de contenido constitucional, porque el término
de comparación no es válido al ser procesos diferentes
y en uno el demandado no acredita el carácter o repre-
sentación con el que comparece en el proceso y en
el otro el actor acredita dicha representación o carácter,
por lo que los supuestos no son sustancialmente idén-
ticos.

Por todo ello, el Fiscal interesa la estimación del recur-
so por haberse vulnerado el derecho fundamental a la
tutela judicial efectiva del art. 24.1 C.E.

10. Por escrito registrado el 21 de marzo de 1997,
el recurrente formula sus alegaciones en las que reitera,
en síntesis, los razonamientos expuestos en sus ante-
riores escritos, e interesa el otorgamiento del amparo
solicitado.

11. Por providencia de 14 de junio de 1999, con-
forme al art. 88 LOTC, se acordó requerir al órgano judi-
cial para que remitiera testimonio de las actuaciones
del juicio de mayor cuantía 492/95 a partir de la provi-
dencia de 10 de enero de 1997, y recibidas, por pro-
videncia de 19 de julio de 1999, se acordó conceder
un plazo de diez días a las partes, con vista de las actua-
ciones remitidas para que pudieran formular las alega-
ciones que estimasen pertinentes, presentando escrito,
registrado el 6 de septiembre de 1999, el Fiscal en el
que se limita a dar por reiteradas las alegaciones for-
muladas con fecha de 10 de marzo de 1997.

12. Por providencia de 23 de junio de 2000 se fijó
para la deliberación y fallo del presente recurso el día
26 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se dirige contra
las providencias de 4 de noviembre de 1995 y 11 y 24
de enero de 1996, dictadas por el Juzgado de Primera
Instancia núm. 10 de Bilbao, en los autos del juicio decla-
rativo de mayor cuantía núm. 492/95, por las que se
denegaron al hoy demandante de amparo, Abogado en
ejercicio, el reconocimiento de su condición de comisario
del sindicato de obligacionistas demandado en dicho
proceso civil, así como la designación de Procurador
del turno de oficio, puesto que también había solicitado
la concesión del beneficio de justicia gratuita.

Alega el demandante de amparo que las mencionadas
resoluciones judiciales vulneraron su derecho fundamen-
tal al juez ordinario predeterminado por la ley, adole-
ciendo también de incongruencia y falta de motivación,
lo que comportó una indefensión contraria a la eficacia
del derecho de defensa previsto en el art. 24.2 de la
Constitución.

Por su parte, el Ministerio Fiscal interesó el otorga-
miento del amparo, al apreciar falta de diligencia del
juzgador, puesto que si el actor no había acreditado la
exigida condición de comisario del sindicato de obliga-
cionistas, el órgano judicial debió concederle un plazo
de subsanación.

2. La primera de las quejas formuladas en la deman-
da tiene por objeto la pretendida lesión del derecho al
juez ordinario predeterminado por la Ley (art. 24.2 C.E.)
que, a juicio del recurrente, se habría producido por
haberse infringido los arts. 59, 430, 431 y 1377 L.E.C.,
así como los arts. 166 a 170 LOPJ, por dirigirse la deman-
da rectora del juicio de nulidad (autos 492/95), y admi-
tirse su sustanciación por el Juzgado de Primera Ins-
tancia núm. 10 de Bilbao, que era el que conocía de

la quiebra de «La Papelera Española, S. A.», prescindién-
dose de las normas que regulan el turno de reparto de
las demandas en las poblaciones en las que existan dos
o más Juzgados.

Este Tribunal tiene declarado desde la STC 47/1983,
que el derecho constitucional al juez ordinario prede-
terminado por la Ley reconocido en el art. 24.2 C.E.
exige que «el órgano judicial haya sido creado previa-
mente por la norma jurídica, que ésta le haya investido
de jurisdicción y competencia con anterioridad al hecho
motivador de la actuación o proceso judicial y que su
régimen orgánico y procesal no permita calificarle de
órgano especial o excepcional» (SSTC 23/1986, de 14
de febrero, 148/1987, de 29 de septiembre, 138/1991,
de 20 de junio, 307/1993, de 25 de octubre, 193/1996,
de 26 de noviembre), sin que, en principio, las normas
de reparto de los asuntos entre diversos órganos judi-
ciales de la misma jurisdicción y ámbito de competencia,
afecte al juez legal o predeterminado por la Ley pues
todos ellos gozan de la misma condición legal de Juez
ordinario (ATC 652/1986, de 23 de julio), por lo que
la interpretación y aplicación de las normas de reparto
de asuntos es ajena al contenido constitucional del dere-
cho al juez ordinario predeterminado por la ley y sólo
puede ser revisada en este Tribunal en cuanto a su razo-
nabilidad (ATC 113/1999, de 28 de abril).

En el presente caso, además de que el recurrente
no alegó la lesión del art. 24.2 C.E. en la vía judicial,
lo que ya por sí solo conduciría a la inadmisión de esta
queja conforme a los arts. 44.1 c) y 50.1 a) LOTC, el
proceso civil del que trae causa el amparo ha sido atri-
buido a un órgano judicial que está investido de juris-
dicción y competencia para conocer de la pretensión
deducida en la demanda rectora del juicio con anterio-
ridad a su interposición, por lo que ninguna lesión del
art. 24.2 C.E. se ha producido.

3. Como segunda queja aduce el recurrente incon-
gruencia entre las resoluciones del Juzgado de Primera
Instancia núm. 10 de Bilbao dictadas en el procedimiento
de quiebra (autos 95/94) que —se dice— han reconocido
a don Pedro Palay Artigas su condición de comisario
del sindicato de obligacionistas de «La Papelera Espa-
ñola, S. A.», permitiendo al citado sindicato pleitear sin
Procurador, y admite a trámite la demanda de justicia
gratuita y se atiende a la petición de designación del
Procurador de oficio, y las resoluciones dictadas por el
mismo órgano judicial en el juicio de mayor cuantía
núm. 492/95 del que trae causa el amparo, en el que
el Juzgado niega al Sr. Palay Artigas la condición de
comisario del referido sindicato de obligacionistas recha-
zando sus pretensiones, causándole indefensión.

Para resolver esta queja debe estarse a la conducta
procesal seguida por el recurrente y al contenido de
las resoluciones recurridas, que la demanda circunscribe
exclusivamente a las providencias de 4 de noviembre
de 1995 y de 11 y 24 de enero de 1996.

El recurrente, tras ser emplazado con fecha de 6 de
octubre de 1995, presenta el 17 de octubre de 1995,
sin firma de Procurador ni de Letrado, y sin acompañar
documentación alguna, un escrito en el que afirma actuar
en nombre y representación del sindicato de obligacio-
nistas de «La Papelera Española, S. A.», en su calidad
de comisario del mismo, solicitando, con cita del art. 296
del Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas
(en adelante, L.S.A.), que el Juzgado se sirva proveer
al Sindicato referido de la suma de treinta y cinco millo-
nes de pesetas con cargo a la sociedad emisora de las
obligaciones y, subsidiariamente, el beneficio de justicia
gratuita para litigar en el procedimiento y la designación
de un Procurador del turno de oficio.

El Juzgado, mediante providencia de 23 de octubre
de 1995, contestó acordando unir dicho escrito a los
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autos, y una vez se presente escrito debidamente enca-
bezado por Procurador y suscrito por Letrado, se acor-
dará.

Contra esta providencia el Sr. Palay Artigas presentó
escrito en el que interpone recurso de reposición por
infracción de los arts. 20 y siguientes L.E.C. y 11 LOPJ,
considerando que la resolución recurrida ha dejado sin
resolver las pretensiones interesadas en el escrito de 17
de octubre de 1995.

Frente a este escrito, el Juzgado por providencia de 4
de noviembre de 1995, ordenó que se uniese a los autos
y acordó que no se tiene por interpuesto recurso de
reposición al no observarse lo dispuesto en el art. 4
de la L.E.C., debiendo estarse en consecuencia a lo acor-
dado en la providencia de fecha 23 de octubre de 1995,
no habiendo lugar tampoco a la designación de Pro-
curador de oficio interesada, al no constar la represen-
tación del Sindicato de Obligacionistas en cuya virtud
se dice actuar.

4. A la vista de estos antecedentes ningún reproche
cabe hacer a la actuación del órgano judicial. En el juicio
de mayor cuantía la personación del demandado debe
hacerse mediante Procurador (arts. 3 y 4 L.E.C.), y toda
petición que se formule que no sea la mera personación
exige la intervención de Letrado (art. 10 L.E.C.). En aten-
ción a ello el contenido de la providencia de 23 de octu-
bre de 1995 no hizo sino dar aplicación a lo establecido
en los arts. 3 y 10 L.E.C.

Por su parte, la providencia de 4 de noviembre
de 1995, por un lado, se limitó a inadmitir el recurso
de reposición formulado por no ir el escrito firmado por
Procurador, dando así aplicación a lo establecido en
el art. 4 L.E.C., expresamente citado en la resolución.
Por otro, rechazó la designación de Procurador de oficio
interesada, al no constar la representación del sindicato
de obligacionistas en cuya virtud decía el Sr. Palay Arti-
gas actuar.

En la providencia de 11 de enero de 1996, el Juzgado
se limitó a acordar la unión a los autos de los escritos
presentados con fecha de 5 de enero de 1996 por el
Sr. Palay Artigas, rechazando las peticiones formuladas
conforme a lo ya decidido en las providencias de 23
de octubre y 4 de noviembre de 1995, no admitiendo
la designación de Procurador apud acta por no adaptarse
a lo previsto en el art. 281.3 LOPJ, lo que supone reiterar
lo acordado anteriormente al persistir la falta de Pro-
curador, ya que el apoderamiento apud acta que se inten-
tó realizar no reunía los requisitos del art. 281.3 LOPJ,
al realizarse por medio del escrito presentado, en lugar
de efectuarse mediante comparecencia ante el Secre-
tario judicial.

Finalmente, la providencia de 24 de enero de 1996
reiteró lo ya acordado, y dispuso designar un Procurador
del turno de oficio que representase al sindicato de obli-
gacionistas recurrente, quedando aquél nombrado
mediante providencia de 12 de marzo de 1996, aclarada
por otra de 13 de marzo de 1996, de tal manera que
no se le impidió el acceso al proceso, conforme al con-
tenido de esta última resolución, al que después se hará
concreta referencia.

Los antecedentes que se dejan expuestos revelan
que, cualquiera que haya sido la actuación del Juzgado
en el procedimiento de quiebra, en el juicio de mayor
cuantía del que trae causa el amparo, el órgano judicial
se limitó a proveer los escritos presentados por el Sr.
Palay Artigas de conformidad con los preceptos de la
Ley procesal civil, sin apreciarse la existencia de una
incongruencia procesal causante de indefensión mate-
rial, única constitucionalmente relevante desde la pers-
pectiva del art. 24.1 de la Constitución.

5. Por último, en la demanda se denuncia la lesión
del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.)

y del derecho a la igualdad (art. 14 C.E.), por no haber
proveído el Juzgado a la petición de provisión de fondos
realizada al amparo del art. 296 L.S.A., ni a las peticiones
de justicia gratuita y de nombramiento de un Procurador
del turno de oficio formuladas subsidiariamente, recha-
zando estas pretensiones sin motivar las razones de la
desestimación.

Para el examen de estas vulneraciones constitucio-
nales es preciso analizar por separado las distintas pre-
tensiones que se formularon al órgano judicial. Con
carácter principal, se solicitó que el Juzgado proveyese
de fondos al sindicato de obligacionistas con arreglo
al art. 296 L.S.A. Dado el contenido económico de esta
pretensión, es patente que la respuesta judicial negán-
dose a pronunciarse sobre ella, al no solicitarse en forma
mediante escrito firmado por Procurador y Letrado (pro-
videncia de 23 de octubre de 1995), y no acompañarse
el documento que acreditase la representación o la legi-
timación del Sr. Palay Artigas (providencia de 4 de
noviembre de 1995), puede considerarse una resolución
que da respuesta suficiente a la pretensión, que se deses-
timó con arreglo a lo previsto en los arts. 3, 4, 10 y
concordantes de la L.E.C., por lo que ninguna lesión de
los arts. 14 y 24.1 C.E. cabe apreciar, ya que el derecho
a la tutela judicial efectiva incluye el derecho a la moti-
vación de las resoluciones judiciales, pero no exige una
motivación exhaustiva bastando con que la resolución
ponga de manifiesto la ratio decidendi del fallo judicial,
permitiendo conocer cuáles han sido los criterios jurí-
dicos esenciales determinantes de la decisión jurisdic-
cional (STC 177/1994, de 10 de junio).

Por lo que se refiere a la pretensión en la que se
solicitaba la designación de un Procurador del turno de
oficio, si bien esta petición fue inicialmente rechazada
por las providencias de 23 de octubre y de 4 de noviem-
bre de 1995, consta en las actuaciones que, posterior-
mente, el Juzgado, mediante las providencias de 24 de
enero y de 13 de marzo de 1996 accedió a dicha soli-
citud, librando el oportuno oficio al Colegio de Procu-
radores y haciendo constar en aclaración, tras la per-
tinente designación, que la Procuradora de oficio «lo es
para representar a quien como parte en el procedimiento
en calidad de demandado figura como Pedro Palay Arti-
gas en su condición de Comisario del Sindicato de Obli-
gacionistas» (providencia de 13 de marzo de 1996). Es
claro, pues, que el Juzgado ya estimó la pretensión del
ahora demandante de amparo, por lo que su queja carece
de objeto en esta sede constitucional.

Finalmente, y con independencia de que la petición
de justicia gratuita pudiera calificarse prima facie de insó-
lita, habida cuenta de los patrimonios que notoriamente
parecen ostentar una parte de los obligacionistas inte-
grantes del sindicato ahora demandante de amparo,
entre los que se encuentran diversos bancos y entidades
financieras, es lo cierto que la designación de un Pro-
curador del turno de oficio, a la que finalmente accedió
el órgano judicial, tuvo como finalidad, cabalmente, la
de que, con tal postulación procesal, el sindicato de obli-
gacionistas pudiera solicitar y sustanciar, conforme a la
normativa a la sazón vigente, el referido beneficio de
justicia gratuita.

No se aprecia, por tanto, indefensión material alguna
que permita entender vulnerado el derecho a la tutela
judicial efectiva ex art. 24.1 C.E., lo que conduce a la
desestimación del recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,
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Ha decidido

Denegar el amparo promovido por don Pedro Palay
Artigas, en nombre y representación del sindicato de
obligacionistas de «La Papelera Española, S. A.».

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintiséis de junio de dos mil.—Pe-
dro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y Cabre-
ra.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón Villar.—Fer-
nando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Fir-
mado y rubricado.

14332 Sala Segunda. Sentencia 171/2000, de 26 de
junio de 2000. Recurso de amparo 2.283/96.
Promovido por don Khalid Javed frente a las
Sentencias de la Sala Segunda del Tribunal
Supremo y de la Audiencia Nacional que le
condenaron como autor de un delito contra
la salud pública. Vulneración del derecho a
la presunción de inocencia: condena por trá-
fico de drogas del condueño de un bar, sin
prueba de su participación en el delito.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.283/96 promovido
por don Khalid Javed, representado por la Procuradora
de los Tribunales doña Fabiola Jezzabel Simón Bullido,
luego sustituida por doña Sandra Osorio Alonso, con
asistencia letrada de don Juan Carlos Rodríguez Segura,
luego sustituido por don Jaime Sanz de Bremond
Mayans, contra Sentencia de 10 de febrero de 1996
del Tribunal Supremo en la que se declaró no haber
lugar al recurso de casación interpuesto contra otra dic-
tada por la Sección Segunda de la Sala de lo Penal de
la Audiencia Nacional el 23 de diciembre de 1992. Han
intervenido el Ministerio Fiscal, así como don Luis Bravo
Ricardo y don Nasarundi Mendi, representados respec-
tivamente por los Procuradores doña Matilde Rial Trueba
y doña María Soledad Castañeda y asistidos, respecti-
vamente, de los Abogados doña María Elena Pérez Ayala
y don Félix Pérez González. Ha sido Ponente el Magis-
trado don Guillermo Jiménez Sánchez, quien expresa
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 1 de julio de 1996 la Procuradora de los Tribunales
doña Fabiola Jezzabel Simón Bullido, en nombre y repre-
sentación de don Khalid Javed, interpuso recurso de
amparo contra la Sentencia citada en el encabezamiento
alegando vulneración del derecho a la presunción de
inocencia (art. 24.2 C.E.).

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo relevantes para la resolución del caso son,
en síntesis, los siguientes:

a) Por Sentencia de 23 de diciembre de 1992 de
la Sección Segunda de la Sala de lo Penal de la Audiencia
Nacional el recurrente fue condenado, junto con otras
personas, como autor de un delito contra la salud pública
en su modalidad de tráfico de drogas, a dos años de
prisión menor y multa de cuarenta mil pesetas con cuatro
días de arresto sustitutorio en caso de impago. En el
relato de los hechos probados de la resolución, y en
lo que afecta al recurrente, se puede leer que «el día 4
de junio de 1985, fue detenido el también procesado
Luis Bravo Ricardo, al que en el momento de su detención
le fue ocupada una navaja manchada con restos de una
sustancia que declaró ser cocaína, siéndole intervenida,
en registro practicado en su domicilio..., una balanza de
precisión, de 250 gramos de máximo, y numerosas alha-
jas y reactivo y piedra de toque de oro, fruto de las
transacciones sobre droga. Dicho procesado, junto con
el también acusado Khalid Javid [sic], adquirieron, por
traspaso, el negocio del Bar Alaska, lugar frecuentado
por personas dedicadas al tráfico de drogas, situación
que aquellos conocían y en la que participaban».

b) La Sala basó el pronunciamiento condenatorio
del solicitante de amparo en los siguientes fundamentos:
«Primero.—El acusado Muhammad Mumtaz... manifestó
en su declaración policial (fol. 171) haber trabajado como
friegaplatos durante dos meses en el Bar Alaska, acla-
rando que la documentación bancaria encontrada en el
mismo, referida a cambio de divisas, se refería a dinero
de su propiedad... El procesado Luis Bravo Ricardo, en
su declaración policial (fol. 166), refirió haber adquirido
por traspaso el Bar Alaska, junto con el también acusado
Khalid Javid [sic] ... El también acusado Khalid Javid
[sic] ante la policía (fol. 161), reconoció la adquisición
del Bar Alaska, en sociedad con Luis Bravo, lo que ratificó
a presencia judicial (fol. 242), confirmando conocer a
alguno de los coencausados de sus asistencias al bar,
circunstancia coincidente con el informe policial, rati-
ficado por el instructor, obrante al folio 342. Segun-
do.—... se infiere con claridad la existencia de elementos
suficientes para apreciar unas conductas incardinables
en el tráfico de drogas, pues no otra estimación han
de merecer los frecuentes contactos entre algunos de
los procesados, al margen de compartir el mismo alo-
jamiento... o lugares de trabajo —caso... del bar Alaska,
en el caso de Khalid Javid [sic] y Luis Bravo y Muhammad
Mumtaz... Tercero.—... la Sala considera correcta la esti-
mación del Ministerio Fiscal, en cuanto (a) ... los también
consocios del Bar Alaska, de la Ciudad Condal, Luis Bravo
Ricardo y Khalid Javed, más atentos a las consecuencias
económicas del tráfico que a éste en sí, indudablemente
favorecido en el establecimiento que regentaban...»

c) El demandante de amparo interpuso recurso de
casación contra la anterior resolución, al amparo del
art. 849.1 L.E.Crim., en relación con el art. 5.4 L.O.P.J.,
por infracción del derecho fundamental a la presunción
de inocencia (art. 24.2 C.E.). El Fiscal se mostró favorable
a la estimación del recurso por entender «que no existen
indicios suficientes a través de los que pueda concluirse
sin arbitrariedad que el procesado participa en el tráfico
de drogas». El recurso fue desestimado por la Sala Segun-
da del Tribunal Supremo en Sentencia de 10 de febrero
de 1996, en la que se admite la inexistencia de un apoyo
indiciario del razonamiento de la Audiencia Nacional que
permita concluir que el recurrente participaba en el trá-
fico de drogas. Sin embargo el Alto Tribunal estima que,
puesto que no cabe duda sobre la titularidad del bar
Alaska y su utilización por parte de numerosas personas
vinculadas al tráfico de drogas, «los actos de tolerancia
de parte de quien es titular de un bar respecto de las
actividades de personas que realizan actos típicos del
art. 344 C.P. importan al menos una participación omi-
siva en el delito, dado que el dominio sobre el ámbito
cerrado con acceso público es una circunstancia idónea


